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RESUMEN


Aunque la doctrina de la empresa criminal común ha sido abiertamente defendida por la jurisprudencia penal internacional, no ha quedado totalmente exenta de críticas. En particular, es controvertida la “tercera categoría” de la empresa criminal común, consistente en la atribución de responsabilidad con base en la previsibilidad y la asunción voluntaria del riesgo de que se cometa un delito ajeno al plan o empresa común. Antonio Cassese considera que, aunque la mayoría de críticas no son acertadas, al menos dos son pertinentes: (i) que la Sala de Apelaciones del Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia en Tadić (1999) erró al emplear indiscriminadamente terminología típica tanto de la tradición del civil law como del common law, y (ii) que el estándar de previsibilidad, algo ambiguo como elemento de la culpabilidad y causación en el derecho penal, requiere cierta precisión. En términos generales, el concepto de empresa criminal común debe restringirse. Por ejemplo, en Kvočka, la Sala de Primera Instancia del Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia acertó al indicar que la contribución de un individuo a un plan criminal común debe ser “sustancial” (sin embargo, la Sala de Apelaciones discrepó en cierta medida). Asimismo, respecto a la tercera categoría de empresa criminal común, Cassese, tras sentar las bases sociales y jurídicas del criterio de previsibilidad y los motivos subyacentes a su aceptación en derecho penal internacional, sugiere distintas vías para restringirla. Una de ellas podría consistir en atribuir al “autor principal” (i.e. la persona que, en adición a la perpetración de delitos acordados, comete también un delito ajeno al plan o propósito común) responsabilidad por los delitos perpetrados, y al “autor secundario” un delito menos grave, siempre que esto sea posible desde el punto de vista jurídico. En este orden de ideas, Cassese sugiere, en oposición a la decisión de la Sala de Apelaciones del Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia en el caso Brđanin en 2004, que la tercera categoría de empresa criminal común puede ser inadmisible si el delito no acordado exige un elemento subjetivo adicional (esto es aplicable al genocidio, a la persecución como crimen de lesa humanidad y a la agresión). En estos casos, los otros miembros de la empresa criminal común podrían responder únicamente por ayudar o alentar la ejecución de los delitos del “autor principal” siempre que se den los requisitos establecidos. De este modo, Cassese admite que la postura adoptada en 2004 por la Sala de Primera Instancia del Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia en Brđanin es sensata, a saber, que no es necesario recurrir al concepto general de empresa criminal común si los autores materiales de los delitos no formaron parte del plan o acuerdo delictivo, sino que cometieron los delitos ignorando que se había concertado un plan o acuerdo por otro grupo de personas. En conclusión, Cassese arguye que esta modalidad de empresa criminal común, propuesta además por el derecho consuetudinario internacional, no parece incompatible con una interpretación amplia de la disposición sobre responsabilidad penal individual del Estatuto de la Corte Penal Internacional: el artículo 25, en particular, el 25(3)(d).







1. INTRODUCCIÓN


El Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia (en adelante, TPIY) definió por primera vez la doctrina de la empresa criminal común (en adelante, ECC) como modalidad de responsabilidad penal en el caso Tadić (Apelación, 1999). Desde entonces, este y otros tribunales penales internacionales han recurrido con tanta frecuencia a esta doctrina que hoy se considera un concepto consolidado (si bien controvertido en ciertos aspectos) de derecho penal internacional. Paralelamente, la ECC ha sido la “noción preferida” de la Fiscalía, aunque los académicos la han observado con cierto recelo.


Este concepto posee más relevancia en el derecho penal internacional que en el derecho nacional. En la comunidad mundial, crímenes internacionales como los crímenes de guerra, los crímenes de lesa humanidad, el genocidio, la tortura y el terrorismo comparten una misma característica: tienden a ser expresión de una colectividad criminal, toda vez que son cometidos por grupos de individuos, destacamentos, unidades paramilitares u oficiales del gobierno actuando al unísono o en cumplimiento de una política. Cuando se cometen los delitos anteriores, es extremadamente difícil identificar la contribución específica de cada interviniente en la empresa criminal colectiva dado que (i) no todos actúan de la misma forma, cada uno de ellos puede haber desempeñado un rol distinto: planear, organizar, instigar, coordinar, ejecutar o de cualquier otra forma contribuir a la conducta penal; y (ii) es prácticamente imposible hallar pruebas sobre la conductas de cada participante. No obstante, sería inmoral y contrario al cometido general del derecho penal (proteger a la comunidad del comportamiento desviado de sus miembros que ocasiona un serio perjuicio a los intereses generales) permitir que esos hechos quedaran impunes. Estas consideraciones son aplicables a fortiori a delitos como el asesinato o la agresión agravada cometidos por una multitud; pero en estos casos, es aún más complicado recabar pruebas sobre la participación estricta de los intervinientes en los delitos. Estas reflexiones son igualmente aplicables a delitos cometidos a nivel institucional en sistemas organizados y jerárquicos como los campos de concentración o internamiento, en los que resulta sumamente difícil identificar el grado de culpabilidad de los distintos individuos que trabajan en la organización y para la organización.


La ECC representa un modo de responsabilidad particularmente adecuado para abarcar la responsabilidad penal de todos los intervinientes en un plan criminal común. Además, como trataré de demostrar, la ECC no es contraria a los principios generales de derecho penal.


Los tribunales penales internacionales han aceptado que, en casos de criminalidad colectiva que involucren a varias personas en un plan o diseño criminal común, todos los miembros de este plan o diseño pueden responder por la comisión de un hecho delictivo aun sin haber participado materialmente en su comisión. Asimismo, y bajo una serie de condiciones precisas, pueden también responder por la conducta delictiva que, aun sin haber sido contemplada originariamente en el plan común, fue cometida por uno de los miembros y representaba una consecuencia natural y previsible. Adicionalmente se ha admitido que, a nivel internacional, este modo de responsabilidad puede adoptar tres formas distintas.







2. LAS TRES CLASES DE RESPONSABILIDAD


La primera y más extendida categoría de responsabilidad comprende los actos acordados en el plan o diseño común (yo la denominaría responsabilidad por un propósito intencional común para enfatizar el hecho de que todos los intervinientes comparten la intención de cometer el delito convenido, aunque solo algunos lo hayan cometido materialmente). De acuerdo con esta modalidad, todos los miembros comparten la misma intención y todos son responsables, con independencia de la posición que ocupen en el desarrollo del plan criminal común (aun si solo votaron en una asamblea o grupo a favor de la ejecución del plan). No obstante, el dolus eventualis (i.e., imprudencia o imprudencia advertida)1 puede ser suficiente para atribuir responsabilidad a todos los miembros del plan criminal común. Por ejemplo, si un grupo de militares decide privar de agua y alimentos a civiles con el fin de obligarlos a construir un puente para operaciones militares o a revelar los nombres de otros civiles que han participado en ataques ilegales contra el ejército y, en consecuencia, algunos civiles mueren, los militares deberían responder no solo por la ECC para cometer los crímenes de guerra de hacer padecer intencionalmente hambre a la población civil y “obligar a los nacionales de la parte enemiga a participar en operaciones bélicas dirigidas contra su propio país”, sino también por homicidio. En efecto, aun sin poseer los militares la intención de acabar con la población civil, la muerte era la consecuencia natural y previsible de su plan criminal común y las conductas complementarias.


La sociedad (en nuestro caso, la comunidad mundial) debe defenderse de esta criminalidad colectiva reaccionando con medidas represivas contra todos aquellos que, de alguna forma, participan en la empresa criminal. Asimismo, no debe permitir distinciones entre los distintos roles de los intervinientes al erradicar o castigar esta forma de criminalidad colectiva. Todos los individuos son culpables, aunque deba considerarse el grado de culpabilidad individual al dictar sentencia.


La segunda modalidad de responsabilidad atañe al desarrollo de un plan criminal que se ejecuta en un marco institucional como un campo de internamiento o de concentración (yo denominaría a esta segunda categoría responsabilidad por participación en un plan criminal común institucionalizado). En un campo de internamiento en el que los reclusos son maltratados e incluso torturados, no solo el dirigente del campo es responsable, sino también el personal superior y los que directamente infligen tortura y otros tratos inhumanos. Igualmente, los que cumplen con deberes administrativos indispensables para la consecución de los objetivos del campo (p. ej., registrar a los nuevos presos, registrar su muerte, ofrecerles tratamiento médico y alimentación) pueden incurrir en responsabilidad penal siempre que sean conscientes de los abusos que se están cometiendo (conocimiento) e intencionalmente formen parte del funcionamiento de la institución. Es lógico y natural que sean responsables; estos contribuyen a la comisión de delitos al cumplir con sus funciones administrativas u operacionales. Sin su apoyo deliberado, los delitos no se habrían cometido. Así, aunque su rol sea marginal, constituyen un eslabón esencial en la maquinaria asesina. El hombre que, ante la llegada de nuevos trenes a Auschwitz, separa a los hombres y a las mujeres de los niños y ancianos con conocimiento de que ello servirá para determinar quién debe ser trabajador forzoso y quién debe ser enviado inmediatamente a las cámaras de gas, es fundamental para cometer la exterminación. De haber querido eludir la responsabilidad, habría solicitado el relevo de sus funciones y la atribución de nuevas labores a desempeñar en otro lugar. Esta decisión era posible y se tomó en ocasiones; aunque obviamente implicaba ser enviado a las zonas del Frente Este para combatir. De igual forma, el maquinista que carga en el tren a cientos de detenidos para trasladarlos a Auschwitz es penalmente responsable por su participación en la exterminación, siempre que conozca el destino de las personas que transporta y no solicite la exención de este deber.
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